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Con sus 12 millones de desplazados 
internos, cifra que equivale al conjunto 
de los del resto del mundo, los Estados 
africanos ya han demostrado su iniciativa 
en el ámbito de la protección a esas 
personas. Firmado en 2006, el Protocolo de 
la Región de los Grandes Lagos sobre la 
Protección y Asistencia a los Desplazados 
Internos1 obliga a los Estados signatarios a 
adoptar y aplicar los Principios Rectores. 
La decisión, tomada en 2006 por los 
ministros de la Unión Africana (UA), 
de emprender un proceso para elaborar 
un marco aplicable a todo el continente 
sobre los derechos de los desplazados 
internos incrementa las posibilidades de 
que se impongan normas vinculantes 
en toda África. Se espera que se apruebe 
la Convención para la Prevención del 
Desplazamiento Interno y la Protección 
y Asistencia a los Desplazados Internos 
en una cumbre especial de la UA que se 
celebrará en Uganda en abril de 2009. 
El borrador de la Convención se 
basa, en términos generales, en los 
Principios Rectores. Los defensores 
de los derechos de los desplazados 
internos la acogen favorablemente, 
aunque albergan una serie de reservas.
La cláusula preliminar que requiere 
a los Estados que erradiquen la 
discriminación y la eviten es muy 
limitada, ya que sólo recoge los factores 
“étnicos, raciales o religiosos”, en lugar 
de reflejar el Principio Rector 4, que 
prohíbe la discriminación de todo tipo. 
La Convención no contiene la declaración 
positiva del Principio Rector 1, por la que 
los desplazados internos “disfrutarán 
[…] de los mismos derechos y libertades 
que el derecho internacional y el derecho 
interno reconocen a los demás habitantes 
del país”. A lo sumo, crea una obligación 
negativa para los Estados, es decir, 
“prevenir la exclusión y la marginación 
política, social, cultural y económica que 
probablemente causan el desplazamiento”.
Los términos sobre los “procedimientos 
simplificados” para devolver las 
propiedades a los desplazados 
internos son vagos y es posible que no 
faculten a las mujeres para recuperar 
propiedades en los casos en que no 
tengan derecho a heredar lo que se 
considera propiedad única de su esposo.
La Convención contiene una lista de 
normas de comportamiento para los 
actores armados no estatales, pero, 
por definición, dichos actores no 
pueden ser parte de la Convención.
A diferencia de los Principios, la 
Convención trata directamente el problema 
del desplazamiento causado por el 
desarrollo. Sin embargo, la imprecisión a 
este respecto, que establece que sólo es de 
aplicación a un desarrollo “a gran escala”, 
podría permitir a los Estados eludir 
sus responsabilidades. La Convención 
no menciona nada sobre la vigilancia 
pública ni parlamentaria de los proyectos 
que puedan causar desplazamientos.
Diversos artículos sobre la responsabilidad 
del Estado a la hora de proporcionar 
protección y asistencia humanitaria (o de 
permitir que otros las proporcionen) crean 
incertidumbre: por cada cláusula que 
establece unas normas sólidas, existe otra 
que posibilita su menoscabo. Por ejemplo, 
la Convención requiere que los Estados 
reconozcan la neutralidad, imparcialidad e 
independencia de los actores humanitarios 
pero, inquietantemente, les otorga “el 
derecho a dictar las disposiciones técnicas” 
relativas al acceso humanitario; cierta 
cláusula asigna a las agencias humanitarias 
sólo un papel limitado en la evaluación 
de las necesidades y vulnerabilidades, 
lo que significa que un Estado podría 
decidir que las necesidades de los 
desplazados internos están cubiertas, 
fuera cual fuera la situación real en la que 
viven; las referencias a las situaciones en 
las que los Estados no pueden proteger 
ni asistir a los desplazados internos a 
veces sugieren que los Estados “deben” 
solicitar asistencia internacional y otras 
veces tan sólo que “pueden” hacerlo; y 
el hecho de que se incluya la condición 
de que la ayuda externa se solicitará 
cuando “los máximos recursos [estatales] 
disponibles sean insuficientes no ayuda 
mucho, ya que permite que el Estado 
soslaye dicha asistencia, incluso en 
los casos en los que no tiene intención 
alguna de proporcionarla él mismo. 
Es posible que la Unión Africana adopte pronto un convenio 
para todo el continente con el fin de proteger a los 
desplazados internos de África. Si cuenta con la firmeza 
necesaria y se ajusta a los Principios Rectores, puede 
constituir una contundente señal de que este continente 
está decidido a tratar los problemas de ese colectivo.
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Secretario General de Naciones Unidas 
sobre los derechos humanos de los 
desplazados internos, ha promovido, 
como su predecesor, el “endurecimiento” 
de una legislación poco firme; animando 
a los Estados a que desarrollen 
políticas y legislación nacionales 
basadas en los Principios Rectores. 
De forma paralela, se ha trabajado 
con las organizaciones regionales para 
impulsar convenciones vinculantes en 
ese ámbito. Aunque las negociaciones 
puedan resultar largas e involucren a 
numerosos estados, como suele ser el 
caso, su impacto puede ser mayor, en 
primer lugar, porque diversos países se 
adhieren a las convenciones regionales 
de forma simultánea y, además, 
porque el hecho de estar en el punto 
de mira de una organización regional 
presiona más a todos los países para 
que cumplan sus compromisos.
Los mejores ejemplos hasta la fecha de la 
incorporación de los Principios Rectores 
en los planteamientos regionales se 
localizan en África, como se expone en el 
artículo de Brigitta Jaksa y Jeremy Smith. 
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Los términos sobre el control del 
cumplimiento resultan imprecisos. El 
borrador prevé el establecimiento de una 
Conferencia de Estados Parte a los efectos 
de controlar y revisar su aplicación, pero 
no especifica sus funciones ni aclara 
los mecanismos de información.
Un posible medio de garantizar su 
cumplimiento es el Tribunal Africano 
de Justicia y Derechos Humanos, 
institución creada para ser “el principal 
órgano judicial de la Unión [africana]”, 
aunque todavía no se encuentra en 
funcionamiento. Según el Protocolo que 
lo funda, el Tribunal tiene jurisdicción no 
sólo sobre las disposiciones de la Carta 
Africana sobre los Derechos Humanos 
y de los Pueblos2, sino también sobre 
cualquier otro instrumento relevante 
en materia de derechos humanos que 
haya sido ratificado por los Estados 
correspondientes. Esto significa 
que, si un Estado ha ratificado el 
Protocolo, en teoría el Tribunal podría 
considerar lo relativo al cumplimiento 
de la Convención sobre desplazados 
internos por parte de ese Estado.
Si se estudian las reservas reseñadas, 
los Principios Rectores estarían a punto 
de fundamentar el primer instrumento 
jurídico internacional del mundo dedicado 
a la protección de los desplazados internos.
Brigitta Jaksa (brigi@idpaction.org) es 
asesora jurídica y Jeremy Smith (jeremy@
idpaction.org) es director de estrategia 
organizativa en IDP Action (www.
idpaction.org), una agencia con sede 
en el Reino Unido que aboga por los 
derechos de los desplazados internos 
africanos. La versión completa del 
presente artículo se encuentra disponible 
en la página web de la organización.
1. El Protocolo, parte del Pacto de Seguridad, Estabilidad 
y Desarrollo de la Región de los Grandes Lagos, fue 
firmado por 11 Estados, entre los que se encuentran 
Sudán, Uganda y la República Democrática del Congo. 
Sólo estos tres países albergan a casi dos terceras partes 
de los desplazados internos de África. http://www.
brookings.edu/fp/projects/idp/GreatLakes_IDPprotocol.
pdf
2. http://www.achpr.org/english/_info/charter_en.html 
Antes del último estallido de violencia 
en Kenia, se habían adoptado algunas 
medidas para presionar al gobierno 
nacional a que afrontara el eterno 
problema del desplazamiento interno. 
Se estableció un Grupo de Trabajo sobre 
reasentamiento financiado con unos 
1.300 millones de chelines kenianos 
(aproximadamente 16,5 millones 
de dólares estadounidenses2) en el 
periodo fiscal 2007-2008 para adquirir 
tierras donde pudieran establecerse los 
desplazados. Aunque existieron graves 
problemas de gestión del Grupo y del 
dinero, puede afirmarse que esta medida 
constituyó un avance. La ratificación 
del Pacto implicaba la aceptación de 
los Principios como marco para hacer 
frente al desplazamiento interno. 
Tras las elecciones del 27 de diciembre 
de 2007, unas 600.000 personas 
tuvieron que abandonar su hogar (en 
muchos casos no era la primera vez 
que lo hacían) y unas 1.500 fueron 
asesinadas. Haciendo referencia a los 
desplazamientos que tuvieron lugar 
en 1992, 1997 y 2002 por motivos 
políticos, la Comisión de Investigación 
sobre la Violencia Postelectoral calificó 
el desplazamiento interno como una 
“constante” en la historia de Kenia.3 
El Acuerdo Nacional y Pacto de 
Reconciliación, firmado el 28 de febrero 
de 2008, determinó la conveniencia de 
afrontar la crisis de los desplazados 
de forma prioritaria, solicitó una 
investigación sobre la violencia 
postelectoral que había provocado el 
desplazamiento masivo y constituyó 
un equipo para forjar una Estrategia 
de Recuperación Económica y Social 
de Emergencia y de Reconciliación 
Nacional. Decidido a promover un 
retorno rápido y prematuro, el gobierno 
anunció su intención de cerrar los 
campos de desplazados situados en 
estadios y recintos feriales en junio 
de 2008. No obstante, no se definió 
ni clasificó adecuadamente a sus 
habitantes según sus necesidades y 
como el gobierno no realizó las consultas 
necesarias, no pudo identificarse el 
gran número de personas que no 
podían o no deseaban regresar a casa. 
En mayo de 2008, el gobierno lanzó la 
Operación Rudi Nyumbani (Operación 
Regreso a Casa). Para presionar a los 
desplazados, se cortó el suministro de 
servicios básicos como el agua, en claro 
incumplimiento de los Principios Rectores, 
y se ofreció 10.000 chelines kenianos (cerca 
de 127 dólares) a los que decidieran volver 
a casa. Las asociaciones de desplazados 
internos plantearon su preocupación por 
estas medidas y señalaron la carencia de:
indemnizaciones o préstamos  ■
de apoyo a las empresas
preparativos de seguridad y para la  ■
reconciliación en los lugares de destino
planificación para los que no deseaban  ■
volver o no disponían de tierras
medidas para los grupos más  ■
vulnerables, como los pacientes de 
VIH/SIDA y los niños desplazados en 
familias de acogida y en el colegio
comunicación con los desplazados  ■
internos con respecto al programa 
(no disponían de información 
sobre sus derechos) 
Aunque algunos desplazados internos 
pudieron regresar a su hogar, otros 
muchos decidieron no volver a aquellos 
lugares donde todavía predominaba la 
tensión. El gobierno keniano asegura 
que ha reasentado a más del 90% de los 
desplazados internos pero se calcula que 
todavía había unos 220.000 en los campos 
en septiembre de 2008.4 Además, muchos 
Kenia ha firmado el Pacto Regional de Seguridad, Estabilidad 
y Desarrollo en la Región de los Grandes Lagos1 que incluye 
protocolos de protección a los desplazados internos jurídicamente 
vinculantes, basados, en gran parte, en los Principios Rectores. 
En principio, los promotores de las campañas de reivindicación 
podrían utilizar el Pacto para reforzar la labor de asistencia 
a los que aún viven desplazados debido a la violencia que 
estalló tras las elecciones de diciembre de 2007.  
¿Pueden los Principios Rectores 
marcar la diferencia en Kenia?  
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